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El presente trabajo de investigación tiene por finalidad analizar si existe una 
vulneración al derecho de defensa del presunto agresor en la etapa tutelar del 
proceso especial de Violencia contra la mujer y el grupo familiar que es regido por 
la Ley N° 30364 . Asimismo, hay que recalcar que no se está llevando a cabo un 
debido proceso, pues esta ley atenta contra varios principios procesales que no se 
cumplen. 
Del mismo modo, he de explicar que esta vulneración se configura al no informar al 
presunto agresor sobre dicha denuncia que tiene en su contra, por otro lado, 
tampoco citan a audiencia al presunto agresor para que éste pueda ejercer su 
derecho de contradicción y presente los descargos correspondientes. Asimismo, los 
Jueces de familia no hacen una valoración debida de la prueba, pues las presuntas 
víctimas solo llenan un instrumento para medir el riesgo en el que se encuentra la 
supuesta víctima, las cuales sirven como único medio probatorio y así el Juez de 
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The purpose of this research work is to analyze if there is a violation of the right of 
defense of the alleged aggressor in the guardianship stage of the special process of 
Violence against women and the family group that is governed by Law No. 30364. 
Likewise, it must be emphasized that due process is not being carried out, since this 
law violates various procedural principles that are not being observed. 
 
In the same way, I must explain that this violation is configured by not informing the 
alleged aggressor about said complaint against him, on the other hand, they do not 
summon the alleged aggressor to a hearing so that he can exercise his right to 
contradiction and present the corresponding discharges. Likewise, the family judges 
do not make a proper assessment of the evidence, since the alleged victims only fill 
out an instrument to measure the risk in which the alleged victim is, which serve as 









Pues bien, una de las medidas que brinda el estado para erradicar la violencia en el 
año 2015 fue la promulgación de la Ley para prevenir sancionar y erradicar la 
violencia contra las mujeres y el grupo familiar, (Ley 30364), la cual tampoco ha 
podido solucionar o disminuir la violencia, pues según la estadística anual podemos 
ver que, a nivel de distritos judiciales, en especial Lima Norte que es el lugar de  
estudio de esta investigación, desde el año 2015 se ha ido incrementando los casos 
que ingresan por Violencia Familiar. 
Esta Ley 30364 tiene aciertos como también tiene algunas deficiencias, si bien es 
cierto es un proceso rápido que busca de esta forma una actuación pronta de las 
autoridades ante el riesgo en que se encuentra la supuesta víctima, la cual es 
determinada a través de una Ficha de Valoración de Riesgo que es llenada por la 
supuesta víctima después de realizar su denuncia, esta se adjunta a su declaración 
y sirve como único medio probatorio en algunos casos para conseguir que el juez 
pueda otorgarle medidas de prevención o medidas cautelares en algunos casos. 
En este proceso especial de familia que se inicia cuando llega el expediente al Juez 
de familia el cual tiene en algunos casos como medio probatorio solo la Ficha de 
Valoración de Riesgo, que es instrumento que determina la medición de riesgo en 
que se encuentra la supuesta víctima, con ello convoca a la audiencia, la cual según 
 
I. INTRODUCCIÓN 
Actualmente en nuestro país nos encontramos frente a una ola de violencia física y 
psicológica que no cesa y que se ensaña contra la mujer y el grupo familiar, en 
nuestra opinión en particular se debe a que no existe un exhaustivo análisis por 
parte del estado, por más que se han hecho modificaciones en los tipos penales y 
se han elevado las penas, no vemos ningún tipo de solución, a este gran problema 
que tristemente termina en tragedia, una alternativa a esta solución podría ser 
promover la salud mental a todos los integrantes del hogar, desde los colegios, 
universidades, centros laborales, en general toda institución en el que se desarrolla 




el riesgo en el que se encuentre la víctima se tomaran los plazos correspondientes, 
según se indica en el art. 16 de la Ley 30364, la cual establece que ante un riesgo 
leve o moderado el plazo para resolver en la audiencia es de 48 horas contadas 
desde que el Juez tomo conocimiento de la denuncia, en el caso de ser un riesgo 
severo el plazo máximo para resolver en audiencia es de 24 horas. Estos plazos 
son demasiado cortos, poco razonables para poder notificar a las partes, no 
permitiendo al demandado brindar su declaración o ejercer su derecho fundamental 
de defensa, su derecho de contradicción, lo cual hace que este proceso vulnere 
derechos fundamentales como el derecho a ser oído en el proceso, no cumpliendo 
con un debido proceso. 
A nuestro parecer se debería hacer un mejor filtro en la etapa preventiva pues al no 
hacerlo ni permitiendo la declaración del demandado se carga al ministerio público, 
de casos que podrían haber terminado en esta etapa del proceso especial. 
Por otro lado, cabe resaltar que el demandado puede apelar al auto final pero 
cuando ya se tomaron las medidas preventivas, es decir, cuando el demandado ya 
se encuentra en un estado de indefensión. 
El presente informe tiene como objetivo principal analizar de qué manera se vulnera 
el derecho fundamental de defensa del demandado en el proceso especial de 
violencia familiar en el distrito judicial de Lima Norte. 
Explicar de qué manera en el proceso especial de violencia familiar se vulnera el 
derecho fundamental de defensa del demandado   en aplicación de la Ley de 
Violencia contra la mujer e integrantes del grupo familiar. 
Determinar cómo se debería proteger el derecho fundamental de defensa del 
demandado frente a la falta de notificación a la audiencia en el proceso especial 
de violencia familiar. 
 
A la vez existe una necesidad de investigar este tema, ya que podemos contribuir a 
que el proceso especial pueda no solo enfocarse en la rapidez de atención a la 
supuesta víctima, sino que este proceso sea eficaz, es decir que al permitir rendir 
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su declaración al demandado y ejercer su derecho su defensa se podría evitar dar 
tanta carga al Ministerio Publico por algunos casos que no ameritan o que pudieron 
haber concluido en la audiencia de la etapa tutelar del proceso especial. 
De esta forma poder dedicar tiempo a casos que si realmente necesitan atenderse 
y seguir su curso hasta obtener justicia. 
 
Dentro de este marco teórico pasaremos a describir los antecedentes de tesis y 
artículos tanto a nivel nacional como internacional realizada por diversos autores, 
para complementar los objetivos planteados en el presente trabajo de investigación. 
De esta forma tenemos dentro de los antecedentes nacionales la investigación de 
Jurado (2017), Universidad Andina del Cusco, en su tesis: “Vulneración del derecho 
de defensa del demandado por falta de notificación en casos de violencia familiar 
(Propuesta Legislativa)”, concluye indicando que en este tipo de procesos exigen la 
celeridad, de esta manera, protegen a la víctima del riesgo en que se encuentre, por 
otro lado los plazos que se dan para la programación de la audiencia resultan  muy 
reducidos, sin embargo no podemos dejar de resaltar que no hacen una notificación 
válida al demandado, pese a ello, los órganos jurisdiccionales llevan a cabo la 
audiencia de medidas de protección, por lo que indubitablemente se está 
vulnerando el derecho de defensa de los denunciados en este tipo de 
procesos.(p.90). 
El autor analiza de qué manera la falta de notificación vulnera el derecho de defensa 
del demandado en los procesos de violencia familiar, derecho que se encuentra 
protegido y estipulado en el artículo 139, inc. 14 de la Constitución Política del Perú, 
el cual indica lo siguiente: “toda persona no puede ser privada de su derecho de 
defensa en ningún estado del proceso”. Finalmente propone agregar un párrafo en 
el art. 16 de esta ley, (Ley N° 30364). 
De igual manera, Astuhuaman y Ccanto (2019), Universidad Peruana Los Andes 
en su tesis :”Derecho de Defensa del denunciado y medidas de protección en la ley 
II. MARCO TEÓRICO 
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N°30364 del Juzgado Mixto de Chupaca año 2016”. El autor concluye indicando que 
existe una vulneración del derecho de defensa en el proceso que otorga las medidas 
de protección en los casos de violencia familiar, regulado por la ley N°30364, ya que 
en esta tesis se analizó algunos expedientes y autos finales que otorgaban medidas 
de protección y se pudo verificar que no existía ninguna declaración o descargo de 
los denunciados. (p.99) 
En la tesis mencionada podemos observar que según el análisis efectuado a los 
casos de proceso especial del lugar objeto de estudio han podido corroborar que no 
se observa los descargos de defensa del denunciado, es decir se vulnera el derecho 
de defensa del demandado. 
Del mismo modo, Garro y Moreno (2019), en su tesis: “Vulneración del derecho de 
defensa del demandado en el proceso especial de otorgamiento de medidas de 
protección de la ley N° 30364”. Las autoras concluyen indicando que en este 
proceso especial, se observa una serie de vulneraciones constitucionales hacia el 
demandado, pues el Juez al tener conocimiento de la denuncia  dentro de los plazos 
pocos razonables tiene que notificar a las partes, esto dependiendo del tipo de 
riesgo en el que se encuentre la víctima, esto conlleva a que no pueda ser notificado 
o en el peor de los casos el juez prescinda de la audiencia, afectando de esta forma 
el derecho de defensa. (p.53) 
Esta tesis nos muestra claramente un punto muy importante que comparto en todo 
sentido, la vulneración de esta ley al plazo razonable, para poder notificar al 
demandado y este pueda ejercer su derecho de defensa. 
Asimismo  Rivadeneyra y Rojas (2017), en su tesis:  “Derecho de Defensa del 
supuesto agresor y su relación con las Medidas de Protección dictadas en los 
procesos de violencia familiar en el Juzgado de Familia de Moyobamba – 2017”, 
concluyen sosteniendo que existe una relación entre el derecho de defensa del 
presunto agresor y las medidas de protección que otorgaron a la supuesta víctima 
sobre un caso obtenido del tribunal de Justicia de Familia de Moyobamba en el año 
2017, respecto a lo analizado observaron que existe un vacío legal en el aspecto 
procesal, que no se ha establecido en la ley, por lo tanto se ve afectado el derecho 
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fundamental de defensa del presunto agresor y al plazo razonable por tener plazos 
demasiado cortos para notificarlo. (p. 53). 
Podemos resaltar la relación jurídica que existe entre las medidas tuitivas o 
protectoras y el derecho de defensa del supuesto agresor, pues el proceso de 
otorgación de estas medidas protectoras vulnera el derecho de defensa a través de 
cortos plazos y falta de regulación de aspectos procesales. 
Por otro lado, respecto a los antecedentes internacionales tenemos a Carrión 
(2016), Universidad de Guayaquil, Ecuador, en la tesis: “El derecho a la defensa 
como garantía básica del debido proceso” concluye manifestando que en Ecuador 
es un derecho fundamental el derecho de defensa como también lo es en la mayoría 
de los países, pues existen tratados y otras fuentes que amparan dicho derecho, y 
a su vez es garantía primordial de un debido proceso, por lo cual es necesario y 
obligatorio que los administradores de justicia lo ejerciten en todo el proceso y en 
cualquier fase del proceso, llevando a cabo un debido proceso escuchando de forma 
imparcial a ambas partes”.(p. 46) 
Asimismo, Hernández (2016), Universitat de Lleida, España, en su tesis: “La 
Victimización en la pareja y la respuesta del Sistema de Justicia Penal” concluye 
destacando modificar la obligatoriedad de la imposición de penas accesorias de 
alejamiento artículo 57.2 del CP, y permitir que sea el Juez que, de forma dispositiva, 
decida sobre el particular valorando cada caso en concreto.” (p. 35) 
Estamos de acuerdo con lo que menciona la autora, en este caso, en España la 
imposición de penas accesorias es a: medidas de protección en Perú, que otorga el 
Juez de forma obligatoria pues así establece la ley 30364, los jueces de familia 
tienen que otorgar las medidas de protección para proteger a la supuesta víctima 
del riesgo en el que se encuentran, pero aquí es cuestionable porque creemos que 
se le debería dar potestad al Juez  para que este evalué y sea un filtro para 
determinar si requiere o no otorgársele las medidas de protección de acuerdo a 
cada caso en particular, independientemente de los resultados que arrojen dichas 




Por otro lado, Cerna (2015), Universidad Regional autónoma de los Andes, en su 
tesis “Las penas privativas de la libertad y las medidas de protección frente a la 
aplicación del debido proceso, en los casos de Violencia Intrafamiliar”, concluye 
indicando que los legisladores deben crear sus leyes teniendo en cuenta y 
cumpliendo con las garantías procesales que indica la Constitución, para evitar así 
que haya una ponderación de derechos y garanticen un proceso transparente que 
imparta confiabilidad a la sociedad con normas que no vulneren derechos 
fundamentales.(p.91) 
Esta conclusión es muy importante para esta investigación ya que los legisladores 
tienen que guardar relación con las normas que se encuentran establecidas en 
nuestra constitución, pues tienen un carácter de derechos fundamentales. 
Respecto al Derecho de defensa desarrollamos el tema basado en teorías que 
sustentan esta tesis, desde distintas percepciones. 
Dentro de nuestra legislación nacional podemos decir que es un derecho 
fundamental de defensa, ya que se encuentra amparado en nuestra constitución 
Política del Perú, en su artículo 139, inc. 14, el cual dice lo siguiente: 
 “El principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estado del 
proceso. Toda persona será informada inmediatamente y por escrito de la causa o 
las razones de su detención. Tiene derecho a comunicarse personalmente con un 
defensor de su elección y a ser asesorada por éste desde que es citada o detenida 
por cualquier autoridad.” 
Como bien lo dice la constitución una persona puede requerir hacer ejercicio de su 
derecho de defensa en cualquier momento del proceso, sin embargo esto ocurre en 
la etapa tutelar o de prevención dentro del proceso especial; claramente se vulnera 
este derecho al no permitir que la persona denunciada (presunto agresor) pueda 
tener una oportunidad de hacer efectivo su derecho de defensa en la audiencia, 
brindando su declaración o medios probatorios, Sin embargo, esta persona puede 
ejercitar su derecho de defensa en la etapa de investigación penal, pero esto ya 
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sería un poco tardío, pues ya se habrían otorgado las medidas de protección y/o 
medidas cautelares, es decir, cuando ya se encuentra en un estado de indefensión. 
Asimismo, Moreno (2010) explica que: El derecho de defensa es un derecho que 
tiene garantía constitucional y supranacional por lo cual es importante que se 
respete dicho derecho en todo estado hacia todas las personas y en cualquier 
proceso u órgano jurisdiccional.(p.17). 
Se tiene que defender este tipo de derechos fundamentales ante todo tipo de 
autoridades complementándose a estos derechos los principios procesales como lo 
es el de igualdad y contradicción que garanticen un debido proceso.  
Por otro lado, Sierra Sorockinas, D., & Gómez Cabana, M. C. (2011), hace 
referencia que los derechos obtienen el calificativo de fundamentales por reunir 
requisitos y no solo por estar reconocido en la constitución. Estos derechos 
constituyen garantías básicas de supervivencia para el hombre. 
Es decir, los derechos no son considerados fundamentales porque aparecen en la 
constitución sino porque son elementales para que el hombre pueda sobrevivir. 
Otra de las falencias que tiene esta Ley N° 30364, es que vulnera varios principios 
procesales que iremos desarrollando, empezando por el principio de contradicción. 
Por el principio de contradicción o audiencia bilateral para Carocca, (1998) “el 
principio de contradicción tiene un requisito esencial que es el dualismo, se requiere 
de una parte que tenga su pretensión y la otra pueda refutar sobre esa misma 
pretensión, como una especie de acción y reacción entre las partes, esto debe 
existir en todo juicio o proceso”.(p. 316). 
 
A fin de que exista una correcta administración de justicia, y exista una resolución 





Respecto al principio de igualdad,  Todos deben ser tratados de la misma forma, 
es decir, que todos los litigantes deben tener las mismas oportunidades de 
actuación dentro del proceso, sin que ninguno se encuentre en desventaja. 
Para Aguirre Aguirre, J. E. (2019) Analiza la amplia facultad que tiene el legislador 
para otorgar tratamientos diferentes que desde la perspectiva del caso en que se 
encuentren se ven como tratamientos iguales, garantizando este principio 
fundamental aparentemente. 
De esta forma podemos decir que los legisladores al crear una ley deben tener 
presente todos los principios, sobre todo los fundamentales, para ambas partes, 
pues esto garantiza la igualdad y no discriminación hacia el presunto agresor, quien 
en este caso, de presunto agresor pasa a ser víctima del sistema jurídico en 
aplicación de esta Ley N°30364.  
A nuestro parecer el principio de igualdad es muy importante en un proceso pues al 
no haberlo se estaría favoreciendo a alguna de las partes, no cumpliéndose con un 
debido proceso, y se estaría vulnerando varios principios procesales, como lo es 
también el principio de imparcialidad. 
 
Doctrinariamente se entiende que la imparcialidad es el papel que debe cumplir el 
juez impartiendo igualdad en las partes. Alvarado (1989) explica:” que la 
imparcialidad tiene tres capas la primera: que el juez no puede ser parte, segundo 
que el juez no debe tener ningún tipo de interés en dar solución al conflicto y por 
último el juez no puede obedecer a ninguna de las partes” (p. 261). 
 
El juez no puede favorecer a ninguna de las partes, tiene que actuar sin interés de 
dar prioridad a alguna pretensión, no debe tener un poder sobre el que le obligue a 
hacerlo, y es que esto pasa con los Jueces de Familia, que se sienten obligados por 
la ley N°30364 a otorgar las medidas de protección o depende el caso las medidas 
cautelares a la supuesta agraviada, sin escuchar a la otra parte, ni dar oportunidad 
para que presente sus descargos y sin hacerle conocimiento que existe una 




Asimismo, Fernández Sarasola, I. (2008) menciona que la legislación procesal 
faculta al juez a determinar en qué momento considera pertinente admitir las 
pruebas, pero que debe darse dentro del desarrollo del proceso. 
 
Ligado a ello podemos decir que en el proceso especial durante la primera etapa  
(tutelar) no reciben ningún medio de prueba que pueda servir para defender al 
demandado. 
 
Por otro lado, tenemos el apoyo de la legislación internacional, de esta forma, La 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha establecido que este derecho 
es un reflejo intrínseco del derecho al debido proceso: 
Definiendo al debido proceso como los requisitos que debe cumplir todo órgano 
juridiccional, que garantice un proceso justo y transparente teniendo así las 
personas la facultad de hacer valer sus derechos frente a cualquier autoridad. 
 
Entonces, podemos deducir que en este proceso especial no se cumple con un 
debido proceso ya que no permite hacer valer el derecho de defensa en la etapa 
tutelar, en este caso no se esta garantizando un proceso justo, porque la balanza 
esta inclinada hacia la parte denunciante, no estando en igualdad de condiciones. 
El Debido Proceso llamado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
“derecho de defensa procesal”, consiste en que toda persona tiene derecho a ser 
oído en el proceso, y este proceso debe cumplir con las garantías y principios 
procesales dentro de un plazo razonable y ante una autoridad competente e 
imparcial. 
Estos principios procesales deben estar presentes en todo proceso, a falta de estos, 
se estaría vulnerando el debido proceso. El debido proceso se garantiza un proceso 
limpio, transparente que ofrezca seguridad jurídica a todos los ciudadanos. 
Para Uribe, M. I. (2012), “no puede haber coherencia en que la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos imponga normas que protejan los derechos 
10 
 
humanos y después en los estados, no las apliquen en la creación de las leyes, no 
existiendo congruencia con ello y no respetando las normas internacionales. 
Podemos ver que la Corte Interamericana de Derechos Humanos nos ofrece, por 
vía jurisprudencial, el alcance de un Debido Proceso Legal, un derecho exigible a 
todo Estado que conforma parte del Pacto Interamericano de Derechos Humanos, 
asimismo en la normativa interna de cada país se debería establecer algún recurso 
que permita la protección de los derechos fundamentales de ambas partes. 
Asimismo, dentro de un debido proceso debe existir la comunicación (notificación) 
con las imputaciones al demandado, para que este pueda ejercer su derecho de 
defensa, para lo cual tenemos como base legal al Art. 8.2.b Comisión Americana de 
Derechos Humanos (CADH):  
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda 
persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 
b) Comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada 
En este proceso especial de Violencia contra la mujer y el grupo familiar en la etapa 
preventiva podemos ver claramente que no se cumple con lo que indica la CADH, 
pues no comunican al supuesto agresor de lo que se le imputa y no presumen su 
inocencia, por otro lado, otorgan las medidas de protección y dejan en estado de 
indefensión al supuesto agresor. 
También debemos tener en claro las definiciones y desarrollar el procedimiento de 
este Proceso Especial de Violencia contra la mujer y el grupo familiar como indica 
la Ley 30364 y su reglamento, cabe resaltar que esta ley fue promulgada en el año 
2015, del cual si vemos un cuadro estadístico podremos darnos cuenta de que los 
casos sobre violencia familiar han ido en aumento según van pasando los años, 
sobre todo en el distrito judicial de Lima norte. 
Dentro de los principios que se ven vulnerados por esta Ley N° 30364 y el derecho 
de defensa del presunto agresor, nos damos cuenta de que esta ley se encarga de 
revictimizar por razones de género, a su vez vemos que se configura una colisión 
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de derechos fundamentales por lo cual se debe aplicar una ponderación de 
derechos fundamentales. 
Respecto a ponderación de derechos fundamentales, Núñez Leiva, J. I. (2014) 
"a mayor igualdad menor libertad", enunciado carente de parcialidad que toma en 
sacrificio a la igualdad en pos de la libertad. 
Esto quiere decir que sacrifican la igualdad de derechos que corresponde a todos a 
fin de vivir en armonía. Esto es lo que se da actualmente en la aplicación de esta 
Ley N° 30364 pues priorizan proteger el derecho de la vida que supuestamente 
podría estar en riesgo sacrificando y vulnerando el derecho fundamental de defensa. 
Finalmente incidiendo en vulneración al debido proceso. 
Por otro lado, Burga, A. (Gaceta Constitucional 47). Los derechos fundamentales 
tienen de referencia a las fuentes del derecho para garantizar que ese hecho se ha 
realizado y que es lo que se ha aplicado frecuentemente a cada caso concreto. 
Por otro lado Para Robert Alexy: “La ponderación es como una balanza en la cual 
colocan al principio o derecho contradictorio, pero en base al que tenga menos 
aceptación,”. 
Otro punto muy importante para tratar es sobre el valor probatorio, pues la mayoría 
de los casos las medidas de protección son otorgadas por el juez teniendo solo en 
cuenta como único medio probatorio la denuncia y este instrumento (La Ficha de 
Valoración de riesgo), la cual determina el riesgo en el que encuentra la supuesta 
víctima. Lo cual a nuestro parecer no es suficiente para acreditar un tipo de 
violencia, tendría que haber pericias psicológicas, pericias de médico legista, 
documento que den fe que realmente ha sido violentada. 
Respecto al valor probatorio Jaramillo, L. B. R. (2008): comenta en términos 
generales que resulta bastante complicado obtener certeza de las pruebas pues 
estas a veces se encuentran en el cuerpo, en la mente o en la vida social, por ello 




Es por ello que el Juez debe tener la facultad y ordenar que la supuesta víctima que 
denuncia, se le hagan los exámenes correspondientes sea físico o psicológico y el 
entorno social, de esta forma motivar sus autos finales y no solo fundamentar sus 
autos de otorgación de medidas de protección en los resultados de una Ficha de 
valoración. 
Empezaremos explicando la definición de violencia contra la mujer que según el 
art. 5 de la Ley 30364, la define indicando que: “es cualquier acción o conducta que 
cause muerte o daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico por su condición de 
mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.” 
Es decir, ejercer violencia (maltrato de cualquier tipo) contra la mujer por el solo 
hecho de ser de ese género. 
El art. 8 define la violencia contra el grupo familiar: “La violencia contra las 
mujeres es cualquier acción o conducta que cause muerte o daño o sufrimiento 
físico, sexual o psicológico y que se produce en el contexto de una relación de 
responsabilidad, confianza o poder, de parte de un integrante a otro del grupo 
familiar.” 
Es así como lo define el reglamento como una limitación de derechos de la mujer 
siendo dominada en todo sentido, y es que actualmente nos vemos en una sociedad 
machista, aunque haya habido avances y logros independientes de la mujer, aún 
existe una especie de control sobre la mujer y esta a su vez siente dependencia 
hacia el hombre. 
Rodríguez Franco, L., López-Cepero, J., & Rodríguez Díaz, F. J. (2009). Respecto 
al concepto o definiciones sobre violencia familiar en los últimos años es muy usado 
los conceptos que existen, pero aún no se ha definido uno en particular, sin 
embargo, esta definición que otorga la ley se encuentra muy acorde con la gran 
mayoría de conceptos. 
Es necesario tener conocimiento de los tipos de violencia que son amparadas por 
la ley 30364, los cuales se encuentran establecidos en su artículo 8: “Violencia 
física, es la acción o conducta que causa daño a la integridad corporal o a la salud 
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Se incluye el maltrato por negligencia, descuido o por privación de las necesidades 
básicas que hayan ocasionado daño físico o que pueda llegar a ocasionarlo, sin 
importar el tiempo que se requiera para su recuperación.” 
“Violencia Psicológica, es la acción u omisión tendiente para controlar o aislar a la 
persona contra su voluntad, a humillarla, avergonzarla, insultarla, estigmatizarla o 
estereotiparla, sin importar el tiempo que se requiera para su recuperación.” 
Ferragut, M., Blanca, M. J., & Ortiz-Tallo, M. (2013). comenta la importancia de 
llevar a cabo programas que prevengan la violencia, tanto como para hombres y 
mujeres, de esta forma se va educando a la población, evitando así el crecimiento 
de violencia en nuestro país. 
Se requiere que el Estado promueva a través de diferentes campañas para combatir 
la violencia psicológica, la dependencia que existe entre las mujeres hacia los 
hombres se debe de promover los tratamientos psicológicos gratuitos, esto bajaría 
en gran cantidad los altos índices de violencia psicológica. 
“Violencia sexual, son acciones de naturaleza sexual que se cometen contra una 
persona sin su consentimiento o bajo coacción” 
Barros Santoucy, L., Amaral dos Santos, V., Gandolfo Conceição, M. I., & Fortunato 
Costa, L. (2014). Comentan que la violencia sexual se remonta de años atrás, desde 
que los patrones violaban a sus sirvientes y esto se ha ido haciendo costumbre en 
el tiempo, cada vez con mayor peligrosidad y ferocidad. 
“Violencia económica o patrimonial, es la acción u omisión que ocasiona un 
menoscabo en los recursos económicos o patrimoniales de las mujeres por su 
condición de tales o contra cualquier integrante del grupo familiar.” 
Son bastante claras las definiciones que hace esta ley de los tipos de violencia que 
se pueden denunciar, asimismo el órgano jurisdiccional debería sancionar a   
aquellas personas que hacen denuncias falsas. Si bien es cierto, esta ley faculta al 
juez la otorgación de medidas de protección en base al resultado de la ficha de 
valoración de riesgo a través de ello la presunta víctima puede sindicar al 
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denunciado, apartándolo del domicilio las cuales deben tener en cuenta que si 
hacen una denuncia falsa serán sancionados.  
Flores, R. (2008, May). Para las mujeres de México la pesadilla de la violencia sigue 
aunque la victima ya haya terminado su relación, la expareja se encarga de hacerle 
la vida imposible a través de maltratos, también ocurre esto con las personas 
divorciadas o viudas, quien fue víctima de alguna pareja que tuvo, en este país se 
ve un alto porcentaje de todo tipo de violencia sea física, psicológica y sexual, pues 
considero es una sociedad machista que no evoluciona ante la vanguardia de los 
derechos de la mujer. 
Por su parte este proceso especial el cual es denominado “especial” haciendo 
referencia a lo que indica la sentencia del Tribunal Constitucional a las fuentes del 
derecho, en este caso a los principios , por regla general sabemos que se aplica lo 
especial sobre lo general, por lo que en este caso tiene regulación propia aplicable 
a los casos y supuestos de violencia familiar bajo los alcances de la ley 30364, por 
lo tanto debido a este principio el Juez de familia como el Juez Penal deberán limitar 
sus actuaciones en base a lo precisado por la ley N° 30364 y su reglamento. 
Este proceso especial a su vez se divide dos etapas: la etapa tutelar y la etapa de 
investigación penal. 
La etapa tutelar o preventiva es aquella etapa en la cual el Juez de familia toma 
conocimiento de la denuncia y puede otorgar medidas de protección o medidas 
cautelares a la supuesta víctima, esto de acuerdo con el riesgo en que esta se 
encuentre. 
Dentro de los criterios que el Juez debe emplear para dictar las medidas de 
prevención establecidas en esta ley es el resultado que arroje la ficha de valoración 
de riesgo, la cual es un instrumento que mide el riesgo en el que se encuentra la 
supuesta víctima.  
Según el art. 19 de la Ley N°30364 indica que: 
“En caso de riesgo leve o moderado identificado en la ficha de valoración 
de riesgo el juzgado de familia en el plazo máximo de 48 horas desde que toma 
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conocimiento evalúa el caso y resuelve en audiencia la emisión de las medidas de 
protección y/o cautelares requeridas que sean acordes con las necesidades de la 
víctima”. 
“En caso de riesgo severo identificado en la ficha de valoración de riesgo, el 
juzgado de familia en el plazo máximo de 24 horas contadas desde que toma 
conocimiento de la denuncia evalúa el caso y resuelve en audiencia la emisión de 
las medidas de protección y/o cautelares requeridas que sean acordes con las 
necesidades de la víctima. En este supuesto el juez puede prescindir de la 
audiencia”. 
“En caso no pueda determinarse el riesgo, el juzgado de familia en el plazo máximo 
de 72 horas evalúa el caso y resuelve en audiencia.” 
En primer lugar, podemos observar que, si bien es cierto que este proceso se 
caracteriza por ser un proceso célere, el plazo que indican en estos casos es poco 
razonable, pues no dan oportunidad de notificar a las partes y en muchos casos los 
jueces solo evalúan o toman en consideración el instrumento que mide el riesgo de 
la supuesta víctima, ficha que es manipulable y se puede llenar con respuestas de 
acuerdo a la conveniencia de la supuesta víctima en casos malintencionados. 
Por su parte, respecto al debido proceso y plazo razonable el artículo 8.1 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos precisa que toda persona tiene 
derecho: “a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por 
un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación e cualquier acusación penal formulada 
contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, 
laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 
Para Uribe Piedrahita, C. A. (2019) parece alarmante como los jueces pueden tener 
injerencia en las políticas públicas al momento de crear una ley, pues no cumplen o 
se exceden en no tener presente coherencia los principios procesales y este tan 




Por otro lado, en el caso de riesgo severo se puede prescindir de la audiencia con 
lo cual el juez al dictar las medidas de protección y/o cautelares hacia la supuesta 
víctima; el supuesto agresor no ejerce su derecho de defensa ni rinde su declaración 
para ejercer su derecho de contradicción de dicha denuncia. 
A nuestra opinión las medidas de protección deben ser proporcionales de acuerdo 
con los medios probatorios, sin embargo, los jueces se sienten obligados a emitir 
dichas medidas de prevención, pues es lo que indica esta ley especial. 
El juez tiene la obligación de evaluar el caso antes de dictaminar las medidas de 
protección, con el análisis correspondiente, pues podría devenir en nulidad, ello en 
concordancia con el art. 50, numeral 6 del CPC aplicable de manera supletoria el 
cual establece que: “Son deberes de los jueces en el proceso fundamentar los autos 
y las sentencias bajo sanción de nulidad”. 
Es decir, estos deben estar debidamente motivados fundamentando el riesgo de la 
supuesta víctima de acuerdo con los medios probatorios. 
Tal es así como en la realidad existen casos en los que el Juez solo toma en cuenta 
la ficha de valoración de riesgo (que como dije antes es bastante manipulable) y 
es el único elemento que tiene como medio probatorio para motivar sus resoluciones 
de medidas de protección y/o medidas de cautelares.  
Por la simplicidad de este proceso especial para obtener medidas de protección es 
que algunas personas “supuestas víctimas” hacen un abuso del derecho, quienes 
con fines propios y malintencionados hacen denuncias falsas auto agrediéndose a 
sí mismas, denunciando que fueron víctimas de agresión física con intenciones de 
muerte, estas llenan su ficha de valoración, arrojando esta ficha como resultado un 
riesgo severo. El juez de familia solicita el informe médico el cual indica 5 días de 
incapacidad médica, asimismo evalúa la ficha de valoración de riesgo por lo tanto 
deberá prescindir de la audiencia y otorgará las medidas de protección y el supuesto 
agresor no se encuentra ni enterado de esta denuncia. 
Una vez que el juez de familia dicte las medidas de protección estas subsistirsn 
durante todo el tiempo que dure el proceso en la etapa penal, en caso archiven el 
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caso recién podrán cesar si esto sucede en la etapa penal las medidas de protección 
terminaran pero las medidas cautelares se mantendrán. 
El supuesto agresor podría ser retirado de la propiedad desde el momento que sea 
notificado.  
 
Respecto al abuso de derecho Rossel dice: “No se trata del elemento subjetivo (la 
intención de  abusar),  sino  del  elemento  objetivo,  del  ejercicio  del  derecho  
contrariamente a las reglas de la buena fe, y sin que ello implique la persecución de 
un interés digno de protección legal, que es decisiva; el demandante debe, por lo 
demás, probar que el abuso del derecho de su contrario le causa un perjuicio”.(pag. 
13). 
Es por ello que creemos que se debería de hacer una inserción en dicha ley respecto 
a los medios probatorios en su artículo 10 del reglamento de la ley, así mismo 
otorgar facultades al juez para que pueda hacer una especie de filtro en esta etapa 
y evaluar debidamente los medios probatorios y escuchar la declaración del 
denunciado, de esta manera evitar la carga procesal al ministerio público, a su vez 
los gastos procesales que se generan de forma deliberada al cargar a los entes de 
justicia con casos que no prosperan en la vía penal por falta de medios probatorios. 
Es así como también existen los casos en lo que la supuesta víctima denuncia por 
algún conflicto entre pareja y después se arrepiente así lo explica Hernández 
(2016): “Desde un punto de vista procesal, una cuestión reconocida globalmente 
por los actores es la existencia de cierta patología en la aplicación práctica de la ley 
penal de género. Muchas mujeres que denuncian se acogen a su derecho a no 
declarar o retiran la denuncia, dejando a los fiscales sin medios de prueba, al ser el 
testimonio de la víctima la única fuente de información y condenando el caso al 
archivo a la absolución. Asimismo, también denuncian que el quebrantamiento de 
condena mutuo o inducido por la propia víctima es un escenario habitual en la 
práctica judicial, con las consecuencias que eso conlleva. Aquí llega la duda si hay 
que proteger o no a aquellas personas adultas que no desean protección o si es 
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que hay que reprochar de algún modo el comportamiento de la víctima protegida 
que induce al quebrantamiento o es coautora de este, situación que despierta cierto 
malestar entre los jueces y fiscales de los informantes.(pag. 35) 
Dentro del Derecho Comparado, en Colombia, La Ley N° 294 “Normas para 
prevenir, remediar y sancionar la violencia intrafamiliar en su Art. 12° A petición del 
Juez, citará al acusado para que comparezca a una audiencia que tendrá lugar entre 
los cinco (5) y diez (10) días siguientes a la presentación de la petición. A esta 
audiencia deberá concurrir ambas partes. La notificación de citación a la audiencia 
a ambas partes se hará personalmente o por aviso fijado a la entrada de la 
residencia del agresor. Si las víctimas son personas discapacitadas en situación de 
indefensión deberá ser notificada la personería. El Personero o su delegado 
deberán estar presentes en las audiencias. Su ausencia no impide la realización de 
la misma, pero constituye falta grave disciplinaria”  
Como vemos en esta ley colombiana se respeta el derecho de defensa del presunto 
agresor, se da un proceso respetando las garantías procesales, de forma 
transparente e igualitaria el Juez cita a ambas partes. 
Artículo 13°. “El agresor podrá presentar descargos antes de la audiencia, y 
proponer fórmulas de avenimiento con la víctima, e igualmente solicitar pruebas, 
que se practicarán durante la audiencia”  
Como vemos desde esta etapa el presunto agresor puede ejercer su derecho de 
defensa presentando los descargos con las pruebas correspondientes. 
Asimismo, estos procesos sobre casos de violencia intrafamiliar, el supuesto 
agresor puede presentar sus descargos, permitiendo así el derecho de defensa y 
evitando una carga procesal, de esta manera se lleva a cabo un proceso 
transparente e imparcial, sin beneficiar a ninguna de las partes logrando que no 
exista una vulneración de derechos. 
Respecto a nuestra jurisprudencia en el mes de abril de este año se emitió la primera 
Sentencia del Tribunal Constitucional N° 03378-2009-PA/TC, respecto a un 
recurso de agravio constitucional presentado por el Sr. Jorge Guillermo Colonia 
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Balarezo contra la resolución de fojas 108, de fecha 24 de julio de 2019, expedida 
por la Sala Civil Permanente de la Corte Superior de Justicia de Ica, que declaró 
improcedente la demanda. Alegando que se han vulnerado sus derechos 
fundamentales a la tutela jurisdiccional efectiva y al debido proceso, pues a través 
de las resoluciones cuestionadas se dictaron medidas de protección a favor de la 
denunciante prescindiendo de la realización de la audiencia, con lo cual se le impidió 
ejercer su derecho a ser oído, y basándose exclusivamente en una anticientífica e 
inconstitucional “Ficha de valoración de riesgo en mujeres víctimas de violencia de 
pareja”, la cual fue llenada por la supuesta víctima en una diligencia en la que no se 
le permitió participar ni a él ni a su abogado. Al respecto, señala que los jueces 
emplazados no explican cómo se disponen medidas de protección sin que existan 
otras pruebas que corroboren la valoración del riesgo, como pericias medicas o 
psicológicas. 
La respuesta que brinda el Tribunal es que esta ficha de valoración de riesgo es un 
instrumento objetivo para determinar el rango de riesgo en el que se encuentra la 
supuesta víctima y está indicado en la Ley 30364, asimismo que esta ley estable 
que en casos de resultado de la ficha de valoración de riesgo severa la ley otorga 
facultad al Juez para que pueda prescindir de la audiencia. 
Por otro lado, declararon improcedente su pretensión de declarar nulidad de todo lo 
actuado por haberse vulnerado su derecho de defensa, y por no haberlo citado a 
audiencia. Pero dentro del análisis, como saber con certeza que realmente la 
supuesta víctima tenía un riesgo severo solo porque así fue el resultado de esa ficha 
de valoración de riesgo, sin tener otra prueba que acredite de manera objetiva dicha 
violencia. 
Los fundamentos de la Sala fueron que como se le estaba vulnerando dos derechos 
fundamentales a la supuesta víctima: como el riesgo a la vida, la integridad del cual 
desprende el derecho a una vida libre sin violencia, libre integridad y desarrollo y el 
Derecho a la no discriminación por su condición de mujer. Parece ser un 
fundamento sólido, sin embargo, no considero que deben solo guiarse por la Ficha 
de Valoración de riesgo, sino también hacer otro tipo de pericias y darles tratamiento 
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a estos casos de violencia, pues en muchos casos solo se emiten las medidas de 
protección o medidas cautelares que se eternizan y no les dan el seguimiento para 
que esta violencia cese. 
Cabe resaltar el voto del magistrado Ferrero Costa, quien no está de acuerdo con 
la denegatoria y recomienda al demandante que haga su demanda ante la 
Supranacional porque el tribunal se estaría sustrayendo de analizar a fondo el caso 
sin embargo hace su votación y recomienda a los demás magistrados a no 
revictimizar por motivo de género, a no traer temas que no han sido tratados. 
Al respecto, Torres Sánchez, X. (2020). El reconocimiento de derechos 
fundamentales de las mujeres es un tema de gran trascendencia, dentro del 
desenvolvimiento de los estados democráticos en donde estas normas prevalecen 
y cuentan con un amplio catálogo de principios y garantías. 
De acuerdo a Cabrera García, V. E., Guevara Marín, I. P., & Barrera Currea, F. 
(2006).quien concluye en su artículo que los problemas de las parejas (maritales) 
afectan a los hijos, creando una serie de estrés y ansiedad que los desborda 
emocionalmente afectando su desarrollo personal, a lo cual me hizo pensar que es 
muy importante resaltar que este estudio de investigación tiene por finalidad  
promover la conciencia de los legisladores para que la Ley 30364 pueda mejorar 
aquellas falencias que saltan a la vista, finalmente estas mejoras van a recaer en el 
bienestar de la familia, porque es el derecho que se pretende proteger, la salud 
mental, física y psicológica de todos los miembros del hogar, por ello en el caso de 
denuncias se tiene que asistir y proteger a la victima y a los hijos pero no debe 
quedar ahí, sino que debe tener un seguimiento  a través de tratamientos para 
solucionar el problema de raíz. Esto tiene que ser tratado cuidando y 
salvaguardando la escencia del bienestar familiar.  
Asimismo, como Hewitt Ramírez, N., & Gantiva Díaz, C. A. (2009) recomienda, es 
emplear una terapia breve pues resulta más efectiva y eficaz, abordando en un 
primer paso el proceso motivacional y de toma de decisiones, en un segundo paso 
se aborda los procesos conductuales, siendo este un buen remedio para los casos 
menores como discusiones, problemas de pareja que al final hacen recaer en los 
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hijos estos problema creando un problema a todo el grupo familiar, es por ello que 
se debe facultar a juez a escuchas a ambas partes y llegar a una solución con este 
tipo de terapias y el órgano jurisdiccional dar seguimiento al caso, eso a nuestro 






3.1 Tipo y Diseño de Investigación 
Es asi que estas fuentes, sirvieron para la determinar los supuestos, a su vez 
resultados de este trabajo de investigación, se plantearon nuevas posiciones, se 
mantuvieron las anteriormente planteadas.  
Asimismo, Valderrama, S. (2015), nos dice sobre la investigación básica: Que no se 
encuentra diseñada para resolver problemas pragmáticos, por otro lado recoge 
información de la realidad para el conocimiento teórico y científico para el 
descubrimiento y desarrollo de leyes y principios. (p. 38).  
Asimismo, se resalta que la presente investigación cuenta con un nivel descriptivo, 
ya que se describe el problema, analizando y desarrollando a través de las fuentes 
de estudio y recolección de datos para finalmente concluir con la información que 
fundamente mi postura. 
El enfoque que se le brindó a la presente investigación es el enfoque cualitativo, 
III.    METODOLOGÍA 
Este trabajo de investigación es de tipo básica, porque se emplearon principios, 
libros, leyes, artículos, revistas y jurisprudencias, que lograron determinar las 
categorías y subcategorías para el presente trabajo de investigación.  
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porque investiga el contexto en el que se produjo la realidad problemática de esta 
investigación. 
 
Por otro lado, resaltamos las diferencias que existen entre el enfoque cualitativo y 
el cuantitativo, por ejemplo en el enfoque cualitativo la investigación a analizar es 
un problema en un espacio y tiempo determinado, aborda categorías de estudio y 
se presentan supuestos, respecto a los instrumentos de recolección de datos 
tenemos a las entrevistas; caso contrario ocurre en el enfoque cuantitativo en la cual 
el tema de investigación se realizan estadísticas y formulas, abordan variables de 
estudio, proponen hipótesis y recolectan encuestas.  
 
Al respecto, los autores Del Pilar Baptista, Fernández y Hernández (2016, p. 384): 
Señala los tipos y diseños que se usan en la investigación cualitativa  que deben 
ser e deben ser adaptable y sencillo. Diseños son: Teoría fundamentada, 
etnográficos, fenomenológicos, investigación acción y narrativos. En el enfoque 
cualitativo, el diseño se refiere al abordaje general que hemos utilizado en el 
presente trabajo de investigación.” 
 
(Strauss & Corbin, 2002, p. 14). 
Asimismo, mencionar que se aplicó la teoría fundamentada para esta investigación 
en la cual se analiza las fuentes argumentando teorías, recolectando información, 
debatiendo, adquiriendo una posición y finalmente llegando a conclusiones que 
permitan ayudar al desarrollo de nuestro sistema en este caso jurídico. 
3.2 Categoría, subcategoría y matriz de categorización  
CATEGORÍA 01: El derecho fundamental de defensa 
SUBCATEGORÍA 01: Derecho de contradicción 
SUBCATEGORÍA 02: Comunicación previa y detallada al inculpado de la 
acusación formulada (Art. 8.2.b CADH). 
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CATEGORÍA 02: Proceso especial de violencia familiar 
SUBCATEGORÍA 01: Etapa Preventiva 
SUBCATEGORÍA 02: Plazo razonable 
La formulación del problema, el trabajo de mi investigación encuentra una 
problemática en los procesos de violencia familiar amparada por la Ley 30364, este 
problema se da en la etapa tutelar, cuando la denuncia es traslada al Juez de familia 
para que le otorgue medidas de protección a la presunta víctima, sin escuchar los 
descargos del presunto agresor, es en ese momento que se vulnera el derecho de 
defensa del demandado, pudiendo ejercitar aun su derecho de defensa en la etapa 
penal, cuando ya se otorgaron las medidas de protección, es decir, cuando ya se 
encuentra en un estado de indefensión. Asimismo, existe una carga procesal al 
ministerio público. 
Como problema general tenemos ¿De qué manera se vulnera el derecho 
fundamental de defensa del demandado en el proceso de Violencia Familiar en el 
distrito judicial de Lima Norte? 
Asimismo, el primer problema específico nos indica ¿Cómo se debería de 
proteger el derecho fundamental de defensa del demandado frente a la falta de 
notificación para la audiencia? 
El segundo problema específico ¿De qué manera en la aplicación de la ley de 
proceso especial de violencia familiar vulnera el derecho fundamental de defensa? 
Como justificación de estudio de esta investigación podemos decir que es 
necesario analizar este proceso de violencia familiar en su etapa tutelar, si la 
vulneración del derecho de defensa del presunto agresor deviene en 
inconstitucional pues afecta el derecho fundamental de defensa Por otro lado, esta 
investigación es necesaria para coadyuvar con el sistema judicial y resaltar las 
carencias que tiene esta ley que regula el proceso especial sobre violencia familiar 
a su vez proponer un filtro a través de la potestad que se podría brindar al Juez para 
que éste pueda escuchar al demandado (presunto agresor) y este pueda decidir si 
otorga o no las medidas de prevención, pero ya teniendo la declaración del presunto 
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agresor o notificarlo a audiencia, de esta manera en ciertos casos puedan culminar 
en esa etapa y no cargar al Ministerio público con procesos que finalmente 
terminaran archivando esos casos en la vía penal por falta de medios probatorios. 
En esta investigación sustentamos nuestro fundamento, según los criterios de 
nuestros supuestos u objetivos que permiten tener una coherencia de lo que se va 
desarrollando. 
Para ello contamos con nuestro objetivo general para analizar de qué manera se 
vulnera el derecho fundamental de defensa del demandado en el proceso especial 
de violencia familiar en el Distrito Judicial de Lima Norte. 
El primer objetivo específico cumple con determinar cómo se debería proteger 
el derecho fundamental de defensa del demandado frente a la falta de notificación 
a la audiencia en el proceso especial de violencia familiar. 
 
El segundo objetivo específico va a explicar de qué manera en el proceso 
especial de violencia familiar se vulnera el derecho fundamental de defensa del 
demandado   en aplicación de la Ley N° 30364, Ley para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar. 
Como supuesto general el procedimiento en el proceso especial de violencia 
familiar afecta al derecho fundamental de defensa toda vez que no notifica al 
demandado para la audiencia, generando un estado de indefensión, a su vez genera 
una carga procesal encargando algunos casos al proceso penal la solución a la 
violencia contra la mujer. 
Como primer supuesto especifico abordamos que derecho fundamental de 
defensa se puede proteger implementando un mejor filtro en la etapa preventiva que 
respete el debido proceso de modo tal que no se cargue el proceso penal. 
Para fundamentar el segundo supuesto especifico se tiene que explicar de qué 
manera en el proceso especial de violencia familiar se vulnera el derecho 
fundamental de defensa del demandado   en aplicación de la Ley N° 30364, Ley 
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para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes 
del grupo familiar. 
3.3 Escenario de Estudio 
Nuestro escenario de estudio se dió dentro de un contexto de estado de 
emergencia, en donde no es fácil conseguir la información, en donde los 
trabajadores de las sedes de las judicaturas como jueces de familia se ve reducido 
o trabajan vía remota desde sus hogares, pero nos hemos adecuado a este sistema 
hasta que se solucione esta pandemia y todo vuelva a la normalidad. En este 
escenario se aplicó el instrumento de esta investigación “la entrevista” a jueces y 
expertos especializados que cuentan con experiencia en la materia de estudio, de 
esta manera aportaron sus conocimientos. 
3.4 Participantes 
Caracterización de sujetos 
Como se pudo observar de acuerdo con el tema y naturaleza de la investigación, se 
efectuaron las entrevistas a los especialistas en Derecho Civil, y Juez de familia sub 
especializado en violencia contra la mujer y el grupo familiar. 
- Abogados especializados en Derecho Civil 
- Juez Sub especializado en violencia contra la mujer y el grupo familiar 
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SERGIO GRASIANI SALAS 
MACOTELA ABOGADO DERECHO CIVIL 
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MARCO ANTONIO KOPECEK 
CELESTINO ABOGADO DERECHO CIVIL 
3 JORGE ALVAREZ VALDIVIEZO ABOGADO DERECHO CIVIL 
4 GERMAN LAROSA ABOGADO DERECHO CIVIL 
5 TOMAS V. POMAHUACRE GOMEZ ABOGADO DERECHO CIVIL 
6 
SANTOS ATANACIO PALACIOS 
LLOCLLA  ABOGADO  DERECHO CIVIL  
 




3.5 Técnicas e Instrumentos de Recolección de Datos 
Técnica de Recolección de datos 
Entrevista: En este tipo de técnica nos encargamos de recolectar información que  
sea relevante para esta investigación pues a través de ésta se pueden formular 
preguntas a los sujetos especializados de acuerdo con la naturaleza deestudio. 
Hernández, Fernández, & Baptista (2014) indica que las entrevistas se llevan a cabo 
de dos personas un entrevistador que pueda tomar nota de todo y el entrevistado 
quien en sus respuestas nos brinda su conocimiento y experiencia.  (p. 239) 
La entrevista es aplicada por la persona que se encuentre investigando un tema en 
particular, recolectando de esta forma información importante, la entrevista es usada 
en el método cualitativo. 
Guía de entrevista, instrumento de recolección de datos, según Hernández, 
Fernández, & Baptista (2014, p. 424) se recolecta información para una mejor 
comprensión del trabajo investigado, esta guía consta de 9 preguntas 
comprensibles en base a los objetivos generales y específicos de nuestra 
investigación de estudio. 
Vargas Mena, E. (2014). La guía de entrevista asume entonces esas dimensiones 
y las explora con un listado de temas y subtemas que serían trabajados con cada 
persona entrevistada para poder abordar experiencias que sean relevantes para 
nuestra investigación. 
3.6 Procedimientos 
Para esta investigación se tuvo que pasar por varias etapas, la primera de ellas fue 
la recolección de datos de información acerca del tema investigado, luego buscar 
en diferentes libros, y material confiable sobre los fundamentos que sustenten esta 
investigación, finalmente la recolección de datos mediante el instrumento de 
entrevista hacia los expertos, la cual fue previamente aprobada y validada. 
3.7 Rigor Científico 
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Dependencia Este trabajo de investigación tiene una serie de recolección de datos 
a través de información escrita, libros, revistas, tesis, y recolección de datos de 
entrevistas en las cuales se le ha dado forma cumpliendo la secuencia de 
información de forma coherente y entendible. Asimismo Hernández, Fernández, & 
Baptista (2014) indican que se tiene que ir dando forma al trabajo y vaya tomando 
una estructura propia mientras se va implementando con nueva información 
haciendo de este trabajo nuestro, amparándonos en nuevos datos y obtener 
resultados que nos permitan posicionarnos en una teoría.(pp. 453-454)”. 
Credibilidad La información recolectada es de fuente confiable, de autores 
expertos en el tema de investigación, los cuales ya han hecho un análisis basándose 
en teorías que fundamentan sus tesis o los estudios realizados. Existe una garantía 
respecto a ese tipo de información. 
Transferencia se trata de transmitir las ideas y ponerlas en práctica, es decir la 
propuesta de la investigación debe cumplir su objetivo, como dice Lincoln y Guba 
(2008) “la transferibilidad está en función de la semejanza entre dos contextos y así, 
plantear la hipó tesis de aplicabilidad de los resultados en otro contexto”.(p. 42) 
Es decir, aplicar esta teoría a un contexto parecido dentro de un mismo escenario. 
3.8 Método de Análisis de Información 
En la interpretación y el análisis de la información se ha considerado los siguientes 
métodos: 
a) Método Descriptivo En el trabajo de investigación se describieron los rasgos 
característicos de las variables puntualizando las características de la 
población que se está estudiando y describiendo el tema de investigación. 
Según Calduch (2014), Es un método en el cual tenemos que precisar la 
realidad tal como se está dando y aportar criterios establecido por el área de 
cada ciencia (tiempo, espacio, características formales, características 




b) Método interpretativo,  es el método que valga la redundancia interpreta los 
documentos jurídicos analizándolos y brindándole un sentido valido y 
coherente todo documento jurídico, entre el cual se hace un análisis propio 
dándole un sentido a la norma de cualquier documento que contenga un 
razonamiento jurídico valido para el derecho.  
Lopera Quiroz, O. L. (2009), comenta: que el investigador puede elegir con 
que mirada llevar su investigación, es decir que el investigador puede darle 
la interpretación de acuerdo a la materia de estudio que está llevando a cabo. 
 
c) Método Comparativo, Este se desarrolló durante la investigación al hacer 
comparaciones con otras legislaciones internacionales, de acuerdo a la 
aplicación de estas normas relacionadas al tema de investigación, se 
recogieron versiones sintetizadas. 
 
d) Método Dogmático, se aplicó este método proponiendo estudiar el 
ordenamiento jurídico analizarlo y transmitir, para luego mejorarlo. 
 
3.9 Aspectos Éticos 
El presente trabajo de investigación tiene como parámetros las disposiciones 
normativas, que sean aplicables, para que el desarrollo y la obtención de resultados 
en la elaboración del mismo, asimismo no se afectaron derechos de terceros. Cabe 
resaltar que aplicación de los instrumentos de recolección de datos se llevó a cabo 
con total consentimiento de los participantes en las entrevistas, mostrando respeto, 
esencialmente los derechos a la privacidad, convicciones religiosas y políticas. 
En esta etapa del trabajo de investigación se realiza la descripción de los resultados 
de la recolección de datos de información, como del instrumento que ha sido 
IV.  RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
Asimismo, las fuentes que se utilizaron en el presente trabajo de investigación están 
citadas como corresponde, respetando los derechos de autor. 
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formalmente validado, las entrevistas realizadas a los especialistas de acuerdo a 
nuestro tema de investigación como es el proceso especial de violencia familiar. 
Según lo manifiesta Bernal (2016, p.10), la descripción de resultados tiene como 
fin el de analizar los resultados que han sido obtenidos al momento de emplear los 
instrumentos, es necesario que se guarde relación con el problema a investigar 
como también los supuestos y objetivos producto de esta. De esta manera con las 
diversas teorías que fueron tomando un desarrollo especial es vital corroborar si 
dicha teoría confirma los objetivos trazados en el presente trabajo de investigación. 
Es de esta manera que procederé a hacer la respectiva descripción de los 
resultados que se han obtenido de los especialistas en materia de investigación, 
esta información será fundamental para respaldar la teoría de esta tesis, para ello 
para cada objetivo se ha empleado tres preguntas las mismas que se describirán 
de la siguiente manera: 
Como objetivo general señalé analizar el derecho fundamental de defensa del 
demandado en el proceso especial de violencia familiar en el Distrito Judicial 
de Lima Norte 2020 
Para el objetivo general se realizó tres preguntas: 
La primera ¿Cree usted que existe una vulneración al derecho de defensa del 
demandado en el proceso especial de violencia familiar en aplicación de la 
Ley N° 30364, Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las 
mujeres y los integrantes del grupo familiar? ¿Sustente? 
Respecto a esta pregunta los entrevistados contestaron de esta forma 
Al respecto dice Palacios (2020), considera que no existe una vulneración ya que 
una denuncia en agravio de la víctima es con la finalidad de prevenir todo tipo de 
violencia y en caso de otorgarle el derecho de defensa al denunciado dilataría el 
trámite del proceso y a su vez podría revictimizar a la parte denunciante. 
Por otro lado, Larrosa (2020), argumenta que, si existe una vulneración al derecho 
de defensa, esto debido que, al momento de resolver por parte del juez de familia, 
este resuelve de manera unilateral sin escuchar los descargos del denunciado, 
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basado sólo en argumentos del denunciante, donde podría caber la posibilidad de 
ser hechos falsos o no acordes a la realidad. 
Asimismo, Álvarez (2020), nos indica que desde la perspectiva del derecho 
constitucional si existe una vulneración al derecho, pues la constitución ampara este 
derecho por ello es de carácter fundamental, tiene que haber igualdad entre las 
partes dentro de un proceso. 
De esta forma, Pomahuacre (2020), nos dice que el derecho de defensa si se 
encuentra siendo vulnerado en este tipo de proceso, el derecho de defensa es un 
derecho que se encuentra subsumido en el debido proceso, por lo cual si no se 
cumple con un debido proceso se podría solicitar la nulidad de todo lo actuado, eso 
en base a lo que estipula el Código Procesal Civil. 
Por otro lado, Kopecek (2020), argumenta que no hay vulneración del derecho de 
defensa, puesto que, si llega a ejercer su derecho de defensa en la etapa 
sancionadora del proceso especial, es decir en la etapa penal, el denunciado podrá 
apelar a dicha medida preventiva. 
Salas (2020), totalmente existe una vulneración al derecho de defensa al no permitir 
que el denunciado pueda ejercer su derecho de contradicción y poder presentar los 
medios probatorios correspondientes. 
Al respecto, los entrevistados Larrosa (2020), Álvarez (2020), Pomahuacre 
(2020), Salas (2020), existe similitud entre sus respuestas considerando que, si 
existe una vulneración hacia el derecho fundamental de defensa, teniendo como 
fundamento legal a la Constitución Política del Perú, asimismo invocan a los 
principios de igualdad procesal, el debido proceso y el ejercicio de la contradicción. 
Sin embargo, los entrevistados Palacios (2020) y Kopecek (2020), respondieron 
cierto grado de concordancia y manifiestan que no existe una vulneración del 
derecho de defensa ya que al otorgársele dicho derecho se dilataría el proceso, el 




La segunda ¿Qué cambios propondría en el proceso especial de violencia 
familiar, de manera que no afecte el derecho de defensa del demandado? 
Palacios (2020), No propondría ningún cambio, lo que se si sugeriría seria que la 
ley 30364 sea empleado con la veracidad de los hechos, en caso de que dicha 
denuncia fuera falsa, la ley debe facultar al denunciado interponer una demanda por 
los daños que le pudieran haber ocasionado. 
Larrosa (2020), Que se le notifique al demandado a fin de que ejercite su derecho 
de defensa y desvirtuar los hechos denunciados en caso fuere. Ya que conforme a 
las estadísticas se ha podido determinar que un margen donde las denunciantes 
son realizadas por temas de venganza hacia el varón. Esto se puede verificar la 
lectura "análisis de la Ley contra la violencia de la mujer" de la página legis. 
Álvarez (2020), propondría que esta ley permita citar al demandado a audiencia 
para que pueda presentar los descargos correspondientes sobre la denuncia que le 
imputan. 
Pomahuacre (2020), propondría facultar al juez de familia a evaluar la otorgación 
de medidas preventiva, que puedan tomar la declaración de ambas partes, si puede 
resolver el conflicto pues, que se termine allí el proceso y que si hubiera una próxima 
denuncia no habría contemplaciones, esto en base a la protección de la familia. 
Kopecek (2020), propone que no debería haber ningún cambio en la ley 30364, 
pues a mi parecer no se está vulnerando el derecho de defensa, se tiene que dar 
prioridad como derecho fundamental a la vida de la víctima porque se encuentra en 
un estado de riesgo. 
Salas (2020), propone un cambio en la ley 30364, que se notifique a ambas partes 
para que cada uno muestre sus medios probatorios y el Juez tome una decisión ya 
que en la mayoría de los casos solo toman como medio probatorio la ficha de 
valoración de riesgo de la supuesta víctima. 
En las respuestas de los entrevistados Larrosa (2020), Álvarez (2020), 
Pomahuacre (2020) y Salas (2020), se encuentra cierto grado de similitud en sus 
respuestas en las cuales proponen que se modifique la ley 30364 y se otorgue el 
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derecho de defensa al denunciado citando a audiencia en la etapa tutelar a ambas 
partes para que muestren sus medios probatorios y él pueda tener potestad de 
decidir si otorga o no las medidas de protección y a su vez tener la potestad de 
poner fin al proceso. 
En cuanto las respuestas de los entrevistados Palacios (2020) y (kopecek 2020), 
no propondrían ningún cambio a la ley pues argumentan que no existe una 
vulneración de derecho y que se debe de proteger los derechos de las supuestas 
víctimas, ya que se encuentran en un estado de riesgo. 
La Tercera ¿Considera usted que los autos finales en el proceso especial de 
violencia familiar están debidamente motivados, siendo fundamento en 
algunos casos tan solo la denuncia y el llenado de la ficha de valoración de 
riesgo? 
Los entrevistados Larosa (2020), Álvarez (2020), Pomahuacre (2020), Kopecek 
(2020), Salas (2020) tuvieron correspondencia y similitud en sus respuestas 
considerando que los autos finales no están debidamente motivados. En primer 
lugar, la ficha de valoración está dirigida estrictamente para el llenado de solo las 
mujeres, no de los varones, habiendo un tema de desventaja, hacia el denunciado 
o en su defecto del grupo familiar. Asimismo, nótese que la ficha de valoración 
siempre va a determinar un grado de violencia (leve, moderado, grave), del mismo 
modo, el llenado de la ficha de valoración es realizada por cualquier efectivo policial, 
no necesariamente por personal especializado. Se deben hacer más pruebas a la 
supuesta víctima, como pruebas médicas o psicológicas, según el tipo de violencia 
que este denunciando. 
Respecto al entrevistado Palacios (2020), considera que los autos finales si están 
debidamente motivados, por cuanto en estos tipos de procesos se aplican el mínimo 
formalismo, y basta que se cumpla con los presupuestos que la ley exige a fin de 
emitirse la resolución correspondiente, sea otorgándose o no otorgándose las 




En cuanto al Objetivo específico 1 es determinar cómo se debería proteger el 
derecho fundamental de defensa del demandado frente a la falta de notificación a 
la audiencia en el proceso especial de violencia familiar. 
 
Realizando la siguiente pregunta: ¿Cree usted que la falta de notificación al 
demandado vulnera el derecho de defensa del demandado en el proceso 
especial de violencia familiar? 
 
Los entrevistados Larosa (2020), Álvarez (2020), Pomahuacre (2020), Kopecek 
(2020), Salas (2020), coinciden en sus respuestas al estar de acuerdo que, si se 
vulnera el derecho de defensa del denunciado, ya que el diseño de este proceso 
no te permite desvirtuar y/o desacreditar los hechos denunciados. Asimismo, se 
deja criterio del juez si se lleva o no acabo la audiencia de otorgamiento de medidas 
de protección. 
 
Respecto al entrevistado Palacios (2020), se encuentra en desacuerdo, ya que la 
Ley 30364 faculta al Juez para que las denuncias con riesgo severo o severo 
extremo pueda prescindir de la audiencia, asimismo el denunciado tiene el derecho 
de hacer su defensa en el proceso penal que se incoaría en su oportunidad. 
¿Está usted de acuerdo que no notifiquen al demandado para la audiencia en 
el proceso de violencia familiar? 
Los entrevistados Larosa (2020), Álvarez (2020), Pomahuacre (2020), Kopecek 
(2020), Salas (2020), coinciden en cierto grado en sus respuestas indicando que no 
se encuentran de acuerdo en que no se le notifique al demandado, ya que se 
vulneraria su derecho de defensa, y otros derechos al honor, a la imagen, a la 
integridad en caso resulten ser falsos los hechos. Por otro lado también de ser el 
caso que los notifiquen y no encuentren pruebas considerables, el Juez pueda 
archivar el caso en esa etapa. 
Por otro lado, el entrevistado Palacios (2020), si se encuentra de acuerdo por 
cuanto la ley 30364 faculta al Juez a emitir auto final sin citar las partes a la 
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audiencia, por lo tanto, no se estaría afectando el derecho de defensa del 
denunciado dentro del proceso de violencia familiar 
En su opinión ¿Qué debería hacerse en el supuesto del abogado del 
demandado que sabiendo que su patrocinado es inocente, y teniendo pruebas 
fehacientes para demostrarlo, si no lo notifican para la audiencia? 
Los entrevistados Larosa (2020), Álvarez (2020), Pomahuacre (2020), Kopecek 
(2020), Salas (2020), existe cierta similitud entre sus respuestas pues indican que 
antes de emitir el auto final, como demandado se apersonaría al proceso, 
formulando los descargos correspondientes,  a fin de desvirtuar la denuncia 
realizada. Después del auto final, solicitar la apelación a las medidas de protección, 
indicando que no hay ninguna víctima de violencia o que nunca se ejerció violencia 
contra la mujer o el grupo familiar. 
El entrevistado Palacios (2020), indica como primer fundamento que en el juzgado 
de familia no se litiga y si el fuera de abogado del denunciado presentaría todos los 
medios probatorios a fines de desvirtuar la denuncia lo haría valer en el juzgado 
penal ya que el Juez penal es quien se encarga de pronunciarse en la cuestión de 
fondo, si el denunciado es culpable o inocente. 
En cuanto al Objetivo específico 2 consiste en explicar de qué manera en el 
proceso especial de violencia familiar se vulnera el derecho fundamental de defensa 
del demandado en aplicación de la Ley N° 30364, Ley para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar. 
¿Cree usted que se cumple con el debido proceso en el proceso especial de 
violencia familiar en la aplicación de la Ley N° 30364, Ley para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del 
grupo familiar? 
 
Los entrevistados Larosa (2020), Álvarez (2020), Pomahuacre (2020), Kopecek 
(2020), Salas (2020),  tienen respuestas parecidas, indican que, si se vulnera el 
debido proceso, toda vez que, el demandado no puede ejercer su derecho de 
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defensa, reconocido constitucionalmente, derecho a la motivación de resoluciones, 
no existe etapa probatoria y se vulneran varios principios procesales). 
Sin embargo, el entrevistado Palacios (2020), indica en su opinión que la ley 30364 
atribuye al juzgado de familia funciones específicas, como es emitir el auto final, 
otorgar o no otorgar las medidas de protección que se necesita y dentro del plazo 
de ley, siendo así no se le estaría afectando el debido proceso. 
¿Considera usted inconstitucional la vulneración del derecho de defensa del 
demandado en el proceso de violencia familiar?  
 
Los entrevistados Larrosa (2020), Álvarez (2020), Pomahuacre (2020), Kopecek 
(2020), Salas (2020), tiene cierta similitud en sus respuestas afirman que, si 
consideran que es inconstitucional la vulneración del derecho de defensa en este 
proceso especial, ya que se transgrede derechos personalismos,  como imagen, 
honor, dignidad en caso no fuese agresor. 
 
El entrevistado Palacios (2020),considera que no ya que en caso de que la 
denuncia prospere ante el juzgado penal el denunciado tiene expedito su derecho 
de defensa, asimismo, ofrecer los medios probatorios correspondientes a fines de 
desvirtuar los hechos actuados por la presunta agraviada. 
 
¿Si usted fuera el Juez de Familia en el proceso especial de violencia familiar 
qué medios de prueba valoraría para obtener certeza y emitir un auto final? 
 
Los entrevistados Larrosa (2020), Álvarez (2020), Pomahuacre (2020), Kopecek 
(2020), Salas (2020), tienen ciertas similitudes en sus respuestas en cuanto a este 
criterio que deberían aceptar solo pericias realizadas por un especialista del 
ministerio público. Visitas inopinadas de asistenta social al domicilio. Pericias 




Por otro lado, el entrevistado Palacios (2020), tiene un criterio distinto, indicando 
que depende del tipo de denuncia serian valorados antes de emitir el auto final, por 
ejemplo en el caso de violencia psicológica tener a la vista el informe psicológico y 
el informe de la asistencia social y lo indicado en la ficha de valoración, en los casos 
de violencia física ver si es que tienen adjuntado a la demanda a fin de advertir las 
lesiones que se le hubiera ocasionado a la presunta víctima, y en el caso de 
violencia sexual que es un hecho álgido se tiene mucho en consideración la edad 
del niño, niña o adolescente que hayan pasado por la cámara Gesell,  también tener 
presente el informe psicológico. 
 
Continuando, tenemos el desarrollo del instrumento, Guía de Análisis 
Documental, de los cuales obtuve los siguientes resultados: 
En cuanto al Objetivo General: Analizar el derecho fundamental de defensa del 
demandado en el proceso especial de violencia familiar en el Distrito Judicial de 
Lima Norte 2020. 
 
Del mismo modo, Garro y Moreno (2019), en su tesis: “Vulneración del derecho de 
defensa del demandado en el proceso especial de otorgamiento de medidas de 
protección de la ley N° 30364”. Las autoras concluyen indicando que en este 
proceso especial, se observa una serie de vulneraciones constitucionales hacia el 
demandado, pues el Juez al tener conocimiento de la denuncia  dentro de los plazos 
pocos razonables tiene que notificar a las partes, esto dependiendo del tipo de 
riesgo en el que se encuentre la víctima, esto conlleva a que no pueda ser notificado 
o en el peor de los casos el juez prescinda de la audiencia, afectando de esta forma 
el derecho de defensa. (p.53) 
Esta tesis nos muestra claramente un punto muy importante que comparto en todo 
sentido, la vulneración de esta ley al plazo razonable, para poder notificar al 




Dentro de nuestra legislación nacional podemos decir que es un derecho 
fundamental de defensa, ya que se encuentra amparado en nuestra constitución 
Política del Perú, en su artículo 139, inc. 14, el cual dice lo siguiente: 
 “El principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estado del 
proceso. Toda persona será informada inmediatamente y por escrito de la causa o 
las razones de su detención. Tiene derecho a comunicarse personalmente con un 
defensor de su elección y a ser asesorada por éste desde que es citada o detenida 
por cualquier autoridad.” 
El Debido Proceso llamado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
“derecho de defensa procesal”, consiste en que toda persona tiene derecho a ser 
oído en el proceso, y este proceso debe cumplir con las garantías y principios 
procesales dentro de un plazo razonable y ante una autoridad competente e 
imparcial. 
Estos principios procesales deben estar presentes en todo proceso, a falta de estos, 
se estaría vulnerando el debido proceso. El debido proceso se garantiza un proceso 
limpio, transparente que ofrezca seguridad jurídica a todos los ciudadanos. 
Asimismo, Moreno (2010) explica que: El derecho de defensa es un derecho que 
tiene garantía constitucional y supranacional por lo cual es importante que se 
respete dicho derecho en todo estado hacia todas las personas y en cualquier 
proceso u órgano jurisdiccional.(p.17). 
Consiste a su vez en defender los derechos e intereses de la pretensión, en juicio y 
ante las autoridades, de manera que se garantice la realización efectiva de los 
principios de igualdad y de contradicción de ambas partes. 
Po otro lado, Sierra Sorockinas, D., & Gómez Cabana, M. C. (2011), hace referencia 
que los derechos obtienen el calificativo de fundamentales por reunir requisitos y no 
solo por estar reconocido en la constitución. Estos derechos constituyen garantías 
básicas de supervivencia para el hombre. 
Es decir, los derechos no son considerados fundamentales porque aparecen en la 




Al respecto, los entrevistados Larrosa (2020), Álvarez (2020), Pomahuacre 
(2020), Salas (2020), existe similitud entre sus respuestas considerando que, si 
existe una vulneración hacia el derecho fundamental de defensa, teniendo como 
fundamento legal a la Constitución Política del Perú, asimismo invocan a los 
principios de igualdad procesal, el debido proceso y el ejercicio de la contradicción. 
Sin embargo, los entrevistados Palacios (2020) y Kopecek (2020), respondieron 
cierto grado de concordancia y manifiestan que no existe una vulneración del 
derecho de defensa ya que al otorgársele dicho derecho se dilataría el proceso, el 
cual debe ser célere, asimismo el denunciado pueda apelar en la vía penal del 
proceso especial. 
Respecto al análisis de documento y recolección de datos podemos ver el 
fundamento de este objetivo general tenemos como primer fundamento jurídico a 
nuestra Carta Magna que protege el derecho de defensa al señalar que en su 
articulo 139 inc. 14 que este debe primar en cualquier momento del proceso, por lo 
tanto por mas que haya opiniones como la respuesta del entrevistado Palacios 
(2020) y Kopecek (2020), que el derecho de defensa se hace durante la etapa 
penal, esto no es del todo correcto pues la constitución estable que en cualquier 
momento del proceso puede ejercer su derecho de defensa. Por otro lado, resaltar 
que confirma la opinión de los otros entrevistados. 
Objetivo específico 1 Determinar cómo se debería proteger el derecho 
fundamental de defensa del demandado frente a la falta de notificación a la 
audiencia en el proceso especial de violencia familiar. 
 
Jurado (2017), Universidad Andina del Cusco, en su tesis: “Vulneración del derecho 
de defensa del demandado por falta de notificación en casos de violencia familiar 
(Propuesta Legislativa)”, concluye indicando que en este tipo de procesos exigen la 
celeridad, de esta manera, protegen a la víctima del riesgo en que se encuentre, por 
otro lado los plazos que se dan para la programación de la audiencia resultan  muy 
reducidos, sin embargo no podemos dejar de resaltar que no hacen una notificación 
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válida al demandado, pese a ello, los órganos jurisdiccionales llevan a cabo la 
audiencia de medidas de protección, por lo que indubitablemente se está 
vulnerando el derecho de defensa de los denunciados en este tipo de 
procesos.(p.90). 
El autor analiza de qué manera la falta de notificación vulnera el derecho de defensa 
del demandado en los procesos de violencia familiar, derecho que se encuentra 
protegido y estipulado en el artículo 139, inc. 14 de la Constitución Política del Perú, 
el cual indica lo siguiente: “toda persona no puede ser privada de su derecho de 
defensa en ningún estado del proceso”. Finalmente propone agregar un párrafo en 
el art. 16 de esta ley, (Ley N° 30364). 
Los entrevistados Larrosa (2020), Álvarez (2020), Pomahuacre (2020), Kopecek 
(2020), Salas (2020), coinciden en sus respuestas al estar de acuerdo que, si se 
vulnera el derecho de defensa del denunciado, ya que el diseño de este proceso 
no te permite desvirtuar y/o desacreditar los hechos denunciados. Asimismo, se 
deja criterio del juez si se lleva o no acabo la audiencia de otorgamiento de medidas 
de protección. 
 
Respecto al entrevistado Palacios (2020), se encuentra en desacuerdo, ya que la 
Ley 30364 faculta al Juez para que las denuncias con riesgo severo o severo 
extremo pueda prescindir de la audiencia, asimismo el denunciado tiene el derecho 
de hacer su defensa en el proceso penal que se incoaría en su oportunidad. 
Respecto a este análisis el detalle está en lo que indica la Ley 30364 que faculta al 
juez de familia de acuerdo al riesgo que resulte de la ficha de valoración de riesgo 
si este puede prescindir de la audiencia, pero la ley no lo obliga a prescindir de la 
audiencia, lo faculta a tomar la decisión de citar o no a audiencia. En los 
antecedentes el autor sugiere una modificación en la ley 30364 para que no se deje 
de notificar a las partes y se cite a audiencia, de esta manera el supuesto agresor 
podrá realizar los descargos correspondientes. 
Objetivo específico 2: Explicar de qué manera en el proceso especial de violencia 
familiar se vulnera el derecho fundamental de defensa del demandado en aplicación 
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de la Ley N° 30364, Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las 
mujeres y los integrantes del grupo familiar. 
De igual manera, Astuhuaman y Ccanto (2019), Universidad Peruana Los Andes 
en su tesis :”Derecho de Defensa del denunciado y medidas de protección en la ley 
N°30364 del Juzgado Mixto de Chupaca año 2016”. El autor concluye indicando que 
existe una vulneración del derecho de defensa en el proceso que otorga las medidas 
de protección en los casos de violencia familiar, regulado por la ley N°30364, ya que 
en esta tesis se analizó algunos expedientes y autos finales que otorgaban medidas 
de protección y se pudo verificar que no existía ninguna declaración o descargo de 
los denunciados. (p.99) 
En la tesis mencionada podemos observar que según el análisis efectuado a los 
casos de proceso especial del lugar objeto de estudio han podido corroborar que no 
se observa los descargos de defensa del denunciado, es decir se vulnera el derecho 
de defensa del demandado. 
Los entrevistados Larrosa (2020), Álvarez (2020), Pomahuacre (2020), Kopecek 
(2020), Salas (2020),  tienen respuestas parecidas, indican que, si se vulnera el 
debido proceso, toda vez que, el demandó no puede ejercer su derecho de defensa, 
reconocido constitucionalmente, derecho a la motivación de resoluciones, no existe 
etapa probatoria. 
Sin embargo, el entrevistado Palacios (2020), indica en su opinión que la ley 30364 
atribuye al juzgado de familia funciones específicas, como es emitir el auto final, 
otorgar o no otorgar las medidas de protección que se necesita y dentro del plazo 
de ley, siendo así no se le estaría afectando el debido proceso. 
Los jueces solo cumplen con lo que dice la ley 30364, no hacen regir las leyes 
generales del debido proceso, pues en esta etapa tutelar se vulnera el derecho de 
defensa del denunciado, a mi parecer se debería facultar al juez para que este 
pueda otorgar o no medidas de protección siempre y cuando existan pruebas que 
puedan reconocer que su derecho ha sido vulnerado. En caso contrario si se trata 
de denuncias por pequeñas discusiones de pareja o por fines propios, por ello el 
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juez debe motivar los autos finales a través de medios probatorios que fundamenten 
dicha resolución. Y el caso termine en esa etapa y no se cargue más al ministerio 
público, por casos que se habría podido evitar que lleguen a la etapa penal, los 








1.- Que el derecho de defensa es un derecho fundamental y no solo porque se 
encuentra, amparado y estipulado en nuestra Constitución Política del Perú sino 
también porque es un derecho indispensable para el hombre, el cual podemos 
ejercitar en cualquier momento del proceso, es así que llegamos a la conclusión que 
este es vulnerado en la etapa tutelar o protectora del proceso especial de Violencia 
contra la mujer e integrantes del hogar, ya que esta ley no permite que el presunto 
agresor pueda ejercer su derecho de contradicción, no notificándole, ni 
permitiéndole estar presente en la audiencia de la etapa tutelar que brinda las 
medidas de protección. 
2.- Asimismo, concluyo que la Ley N° 30364 tiene varias falencias pues no cumple 
con el debido proceso al vulnerar los principios procesales como lo son: el principio 
de igualdad procesal, imparcialidad, contradicción o audiencia bilateral, motivación 
de las resoluciones, entre otros, que son la garantía constitucional de todo proceso. 
Esto debido a que solo toman en cuenta en una denuncia la Ficha de valoración de 
riesgo que es el instrumento que mide el grado de riesgo en el que se encuentra la 
presunta víctima, pues el resultado de esta basta para que el Juez de familia otorgue 




3.- Este proceso especial no cuenta con un plazo razonable para la notificación a 
audiencia en la etapa tutelar, como está estipulado en dicha ley que lo ampara (Ley 
N°30364), pues creemos que 24 horas para notificar al demandado es un tiempo 
poco razonable. Asimismo, creemos que se deben citar a audiencia en cualquier 
tipo de riesgo a ambas partes, garantizando así un debido proceso. 
 
4. Finalmente podemos concluir que este proceso de característica célere no está 
siendo eficaz, ello debido a las falencias que tiene la Ley N°30364, ya que abunda 
la carga procesal de denuncias que el Juez de familia deriva al Ministerio Público y 
al final se archivan por falta de pruebas, perjudicando así al presunto agresor que 
ya fue alejado de su hogar por dictársele medidas de alejamiento, esto debido a que 




1.- Recomendamos a los operadores de justicia que puedan hacer las 
modificaciones respectivas a la Ley 30364 para que no vulnere el derecho de 
defensa, tener en cuenta que es un derecho fundamental y no se debe revictimizar 
a la mujer por razones de género. 
2.- Sugerimos que se brinde potestad al juez de familia para que este pueda hacer 
una especie de filtro en la etapa tutelar o protectora y de esta forma analizar de 
acuerdo con los medios probatorios que se ofrezcan y determinar si realmente la 
supuesta víctima se encuentra en un estado de riesgo; no solo basándose en la 
ficha de valoración de riesgo, pues deben existir medios probatorios que acrediten 
dicha violencia, como son los peritajes médicos y psicológicos, de acuerdo al tipo 
de violencia que se denuncie. 
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3.- Se recomienda que se establezca un sistema de sanción para aquellas personas 
que hagan una denuncia falsa atribuyéndole la condición de agresor a otra persona 
sin medios probatorios o que tenga intereses de lucro u otros fines; de esta forma 
evitar que se cargue al Ministerio Público de denuncias que no prosperan o son 
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TÍTULO: El derecho fundamental de defensa del demandado en el proceso especial de violencia familiar en el Distrito Judicial de Lima Norte 2020 
FORMULACIÓN DEL PROBLEMA OBJETIVOS SUPUESTOS CATEGORÍAS SUBCATEGORÍAS 
PROBLEMA GENERAL: 
¿De qué manera se vulnera el derecho 
fundamental de defensa del demandado 
en el proceso de Violencia Familiar en el 
distrito judicial de Lima Norte? 
OBJETIVO GENERAL: 
Analizar de qué manera se vulnera el derecho 
fundamental de defensa del demandado en el proceso 
especial de violencia familiar en el Distrito Judicial 
de Lima Norte 
SUPUESTO GENERAL: 
El procedimiento en el proceso especial de violencia familiar 
afecta al derecho fundamental de defensa toda vez que no 
notifica al demandado para la audiencia, generando un estado de 
indefensión, a su vez genera una carga procesal encargando 
















previa y detallada 




PROBLEMA ESPECÍFICO 01: 
¿Cómo se debería de proteger el derecho 
fundamental de defensa del demandado 
frente a la falta de comunicación 
(notificación) para la audiencia? 
PROBLEMA ESPECÍFICO 02: 
¿De qué manera en la aplicación de la ley 
de proceso especial de violencia familiar 
vulnera el derecho fundamental de 
defensa? 
 
OBJETIVO ESPECÍFICO 01: 
Determinar cómo se debería proteger el derecho 
fundamental de defensa del demandado frente a la 
falta de notificación a la audiencia en el proceso 
especial de violencia familiar. 
 
OBJETIVO ESPECÍFICO 02: 
Explicar de qué manera en el proceso especial de 
violencia familiar se vulnera el derecho fundamental 
de defensa del demandado   en aplicación de la Ley 
N° 30364, Ley para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra las mujeres y los integrantes del 
grupo familiar. 
 
SUPUESTO ESPECÍFICO 01: 
El derecho fundamental de defensa se puede proteger 
implementando en la etapa preventiva y respetando el 
derecho de defensa y debido proceso cumpliendo con la 
notificación de las imputaciones al demandado.   
SUPUESTO ESPECÍFICO 02: 
El proceso especial de violencia familiar al no notificar sobre la 
audiencia al demandado afectaría su derecho fundamental de 
defensa el cual es un derecho constitucional, por lo tanto, su 
aplicación resulta inconstitucional. 
 
CATEGORÍA 02: 












TIPO DE INVESTIGACIÓN: 
- Básica 
DISEÑO DE INVESTIGACIÓN: 
- Enfoque: Cualitativo 
- Diseño: Teoría Fundamentada 
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audiencia en 
cualquier tipo de 





































Andes en su 
tesis :”Derecho 
de Defensa del 
denunciado y 
medidas de 
protección en la 








indican que existe 
una vulneración 
del derecho de 




protección en los 
casos de violencia 
familiar, regulado 
por la ley 
N°30364, ya que 





En la tesis 
mencionada 
podemos observar 
que según el 
análisis efectuado 
a los casos de 
proceso especial 
del lugar objeto de 
estudio han 
podido corroborar 
que no se observa 




concluyo que la 
Ley N° 30364 
tiene varias 
falencias pues no 
cumple con el 










Explicar de qué manera en el proceso especial de violencia familiar se vulnera 
el derecho fundamental de defensa del demandado en aplicación de la Ley 
N° 30364, Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las 
mujeres y los integrantes del grupo familiar. 














autos finales que 
otorgaban 
medidas de 
protección y se 
pudo verificar que 
no existía ninguna 
declaración o 
descargo de los 
denunciados. 





motivación de las 
resoluciones, 
entre otros, que 
son la garantía 
constitucional de 
todo proceso. Esto 
debido a que solo 
toman en cuenta 
en una denuncia la 
Ficha de 
valoración de 
riesgo que es el 
instrumento que 
mide el grado de 
riesgo en el que se 
encuentra la 
presunta víctima, 
pues el resultado 
de esta basta para 
que el Juez de 




Según el art. 
19 de la Ley 
N°30364 
“En caso de 
riesgo leve o 
moderado 
identificado en la 
ficha de valoración 
de riesgo el 
juzgado de familia 
en el plazo 
máximo de 48 
En esta ley 
podemos 
encontrar más de 
una falencia, por 
otro lado, se 
caracteriza de ser 
célere, pero eso 
no lo hace eficaz, 
por lo tanto se 
podemos concluir 
que este proceso 
de característica 
célere no está 
siendo eficaz, ello 
debido a las 
falencias que tiene 
la Ley N°30364, ya 
que abunda la 
91 
 
horas desde que 
toma 
conocimiento 
evalúa el caso y 
resuelve en 
audiencia la 








que vulneran los 
principios 
procesales y el 
derecho de 
defensa en la 
etapa tutelar, que 
es la etapa en la 
se emiten las 
medidas 
cautelares. 
carga procesal de 
denuncias que el 
Juez de familia 
deriva al Ministerio 
Público y al final se 
archivan por falta 
de pruebas, 
perjudicando así al 
presunto agresor 
que ya fue alejado 
de su hogar por 
dictársele medidas 
de alejamiento, 
esto debido a que 
se le brindó a la 
supuesta víctima 
medidas de 
protección sin 
tener prueba 
alguna. 
 
 
 
 
 
 
 
